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Oficio No. FGR/UETAG/005208/2024. 
Asunto: Respuesta a solicitud de información. 

 
Ciudad de México, a 11 de noviembre de 2024  

“2024, Año de Felipe Carrillo Puerto, Benemérito del   
Proletariado, Revolucionario y Defensor del Mayab”  

 

Folio. - 330024624002537. 
P r e s e n t e . 
 
Con fundamento en lo establecido en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1°, 2, 61, 121, 134 y 135 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; 11°, fracción XV de la Ley de la Fiscalía General de la República; 5°, fracción 
I, inciso b, subinciso ii y 20° del Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la República, en 
relación con su solicitud de acceso a la información, dirigida a esta Fiscalía General de la 
República (FGR), consistente en:  
 

“ADJUNTO 
 
Solicito conocer, preferentemente en formato electrónico, la versión pública del Informe Policial 
Homologado con número de oficio FGR/AIC/PFM/DGIPAM/DIEDF/PD/11892/2021, del 30 de 
julio de 2021, incluido en la carpeta de investigación FED/SEIDO/UEIDCS-BC/773/2017 
 
También solicito me proporcione en versión electrónica y pública el acta circunstanciada de cateo 
de misma fecha, correspondiente a un inmueble ubicado en (…), de la misma carpeta señalada.” 

 
Se hace de su conocimiento que en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 133 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, su solicitud fue turnada a las 
unidades administrativas que pudieran pronunciarse al respecto, la cual derivado de la 
búsqueda realizada atendió su solicitud en los términos siguientes: 
 

“…versión pública del Informe Policial Homologado con número de oficio 
FGR/AIC/PFM/DGIPAM/DIEDF/PD/11892/2021, del 30 de julio de 2021, incluido en la carpeta 
de investigación FED/SEIDO/UEIDCS-BC/773/2017” 

 
Al respecto, la Agencia de Investigación Criminal manifestó que la información requerida se 
considera reservada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 110, fracciones V, VII y XII de 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y los numerales vigésimo 
tercero, vigésimo sexto y trigésimo tercero de los Lineamientos generales en materia de 
clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones 
públicas (Lineamientos Generales); en relación con el artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, cuyo contenido se cita a continuación para su pronta referencia: 
 

“Artículo 110. Conforme a lo dispuesto por el artículo 113 de la Ley General, como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
… 
V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; 
… 
VII. Obstruya la prevención o persecución de los delitos; 
… 
XII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y 
se tramiten ante el Ministerio Público, y…”  
 
“Vigésimo tercero. Para clasificar La información como reservada, de conformidad con el artículo 
113, fracción V de La Ley General, será necesario acreditar un vínculo. entre La persona física y La 
información que pueda poner en riesgo su vida. seguridad o salud.  
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Vigésimo sexto. De conformidad con el artículo 113, fracción VII de La Ley General. podrá 
considerarse como información reservada. aquella que obstruya la prevención de delitos al 
obstaculizar Las acciones implementadas por Las autoridades para evitar su comisión. o 
menoscabar o Limitar La capacidad de Las autoridades para evitar La comisión de delitos.  
Para que se verifique el supuesto de reserva, cuando se cause un perjuicio a Las actividades de 
persecución de Los delitos, deben de actualizarse Los siguientes elementos: 
 
Trigésimo primero. De conformidad con el artículo 113, fracción XII de la Ley General, 
podrá considerarse como información reservada, aquella que forme parte de las averiguaciones 
previas o carpetas de investigación que resulte de la etapa de investigación, durante la cual,  
de conformidad con la normativa en materia penal, el Ministerio Público o su equivalente reúne 
 indicios para el esclarecimiento de los hechos y, en su caso, los datos de prueba para sustentar el 
ejercicio o no de la acción penal, la acusación contra el imputado y la reparación del daño.”  

 
“Artículo 218. Reserva de los actos de investigación. 
Los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su 
contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz e imágenes o cosas que le estén relacionados, 
son estrictamente reservados, por lo que únicamente las partes, podrán tener acceso a los mismos, 
con las limitaciones establecidas en este Código y demás disposiciones aplicables. La víctima u 
ofendido y su Asesor Jurídico podrán tener acceso a los registros de la investigación en cualquier 
momento. 
… 
Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente 
deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, 
archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un 
plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el 
Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de 
doce años, contado a partir de que dicha determinación haya quedado firme.” 

 
Cabe precisar que en la investigación de los hechos que puedan ser constitutivos de delito, el 
Ministerio Público de la Federación se auxilia de las personas Agentes de la Policía Federal 
Ministerial, entre otras, quienes actúan bajo su mando y conducción, en términos de lo dispuesto 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las demás leyes y normatividad 
aplicable.  
 
La Unidad de Investigación Policial tiene la función de proponer, diseñar. emitir, dirigir y aplicar 
técnicas. métodos y estrategias de investigación especializada para generar y ejecutar actos de 
investigación relativos a las leyes especiales para generar inteligencia operativa que el permita 
la identificación de personas, grupos u organizaciones vinculadas a la delincuencia organizada: 
solicita a las autoridades competentes la información relativa a la identificación y evolución de 
las actividades y modos de operación de la delincuencia: se coordina con organismos policiales 
gubernamentales y no gubernamentales homólogos, nacionales y extranjeros, relacionados con 
el ámbito de sus atribuciones.  
 
El proporcionar el documento. pone en riesgo grave la integridad física e incluso la vida de los 
servidores públicos que prestaron y/o prestan sus servicios en esta Unidad de Investigación 
Policial de la Policía Federal Ministerial. siendo obligación de la Institución en todo momento la 
salvaguarda de sus integrantes, debido a que lo requerido se refiere a un documento en donde 
se contienen datos personales como el nombre de quien elabora información suficiente que 
confirmada por otros medios convierte a ese o esos funcionarios en una persona identificada e 
identificable, lo anterior por estimarse que su difusión puede conllevar a riesgos personales que 
puedan alcanzar hasta su familia por la posible utilización de la información por grupos 
delictivos. 
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Es preciso señalar que no solo está en riesgo la vida de los elementos o sus familias, además se 
colocaría en la misma situación de vulnerabilidad a personas cuyos datos personales se 
encuentran dentro de estos documentos que se solicitan, tales como nombres, fotografías, 
entre otros. lo que los hace fácilmente identificables y con esta información podrían ser objeto 
de atentados contra su persona. bienes o familia. en virtud de estar vinculados a investigaciones 
encaminadas a combatir delitos y acciones de grupos de delincuencia organizada. colocándose 
así en potenciales objetivos de venganza de estos grupos delincuenciales.  
 
En tal virtud, es dable señalar que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública prevé:  
 

“ARTÍCULO 103. En los casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de 
los supuestos de clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la 
decisión.  
 
Para motivar la clasificación de la información y la ampliación del plazo de reserva, se deberán 
señalar las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir 
que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. 
Además, el sujeto obligado deberá, en todo momento, aplicar una prueba de daño.  
Tratándose de aquella información que actualice los supuestos de clasificación, deberá señalarse el 
plazo al que estará sujeto la reserva. 
 
ARTÍCULO 104. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que:  
 
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público o a la seguridad nacional;  
 
II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se 
difunda, y  
 
III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo 
disponible para evitar el perjuicio”  

 
De esta manera, se concluye que no es suficiente que la información esté directamente 
relacionada con causales previstas en el artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, sino que es necesario que los sujetos obligados motiven la 
clasificación de la información mediante las razones o circunstancias especiales para poder 
acreditar la prueba de daño correspondiente, misma que en todo momento deberá aplicarse al 
caso concreto, y la cual deberá demostrar que la divulgación objeto de la reserva represente un 
riesgo real, demostrable e identificable, así como el riesgo de perjuicio en caso de que dicha 
información clasificada sea considerada de interés público, además de precisar que la misma se 
adecua al principio de proporcionalidad en razón que su negativa de acceso no se traduce en 
un medio restrictivo al derecho de acceso a la información de los particulares, por lo cual la 
unidad administrativa citada con antelación, proporciona la siguiente prueba de daño 
relacionadas con las fracción del artículo invocado, mismas que se muestra a continuación:  
 
Prueba de daño, correspondiente al artículo 110, fracción V de la Ley en la materia: 
 

I. Riesgo real, demostrable e identificable: Con la publicación de cualquier dato personal 
que se encuentra en el documento en mención. el cual haga identificable al personal 
operativo/sustantivo. así como al administrativo adscrito a la entonces Procuraduría 
General de la República hoy Fiscalía General de la República pone en peligro la vida y la 
integridad, cabe mencionar que en la controversia constitucional 325/2019, así lo 
determinó la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la resolución de esta. e inclusive 
confirmado por el Instituto Nacional de Transparencia. Acceso a la Información y 
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Protección de Datos Personales en la resolución del recurso de revisión RRA 9481/19 
Bis. se atentaría de manera directa en contra de la vida. seguridad y salud de dichas 
personas. pues los miembros de las asociaciones delictivas podrían aprovechar esa 
información para amenazarlos con el objeto de obtener datos que les permita sustraerse 
de la acción de la justicia y por lo tanto. quedar impunes. aunado a que podrían tomar 
represalias por las investigaciones instauradas en su contra. lo que impactaría en la 
capacidad de reacción y en la revelación del estado de fuerza de esta institución. 
transgrediendo Lo dispuesto en el artículo 102. apartado A de la Constitución Política de 
Los Estados Unidos Mexicanos. 

 
En este sentido. con la finalidad de cumplir no solo con objetivos conferidos 
constitucionalmente a la Fiscalía General de La República. sino también para mantener 
la seguridad pública y nacional del Estado mexicano en la colaboración con todas las 
instituciones democráticas del país que dichas funciones son realizadas por las personas 
agentes del Ministerio Público de la Federación. policías y peritos. e invariablemente por 
el personal administrativo adscrito a las diversas unidades administrativas que forman 
parte de la estructura orgánica, este último si bien es cierto que no está en la primera 
línea de intervención. también lo es que, por la naturaleza de las funciones de esta 
institución, en auxilio de aquellas, es quien tiene acceso a toda la información e insumos 
generados en la investigación de delitos. por lo que dar a conocer datos sobre estas 
pone en riesgo su vida, seguridad, salud e integridad. incluso la de sus familiares.  
 
Así resulta claro que la participación del personal administrativo es de vital relevancia. 
pues. desde la elaboración, envío y recepción de oficios entre las unidades 
administrativas o instituciones gubernamentales. hasta la integración de expedientes 
que en su caso requieran, les es posible el acceso a información sensible obtenida en 
esos documentos. que evidentemente debe ser resguardada con el mayor sigilo. 
 
Al respecto, se debe tomar en cuenta que en la aludida resolución de controversia 
constitucional 328/2019, el Alto Tribunal constitucional sostuvo que el personal 
administrativo tiene injerencia en la producción de información clave para procurar la 
impartición de justicia en el mercado criminal más peligroso de los Estados Unidos 
Mexicanos. por lo que permitir a los agentes criminales conocer cualquier tipo de 
información del personal adscrito a la Fiscalía General de la República revelaría su 
capacidad de acción: por ello. es perjudicial realizar la identificación de dicho personal. 
pues se pondría en riesgo su vida, seguridad, salud e integridad, incluso la de sus 
familiares. Además, concluyó que está Fiscalía acreditó fehacientemente que, de 
entregarse la información requerida, se comprometería el ejercicio de las facultades 
constitucionales y con ello la seguridad pública del país.  
 
En este mismo contexto, durante la sustanciación de la controversia, respecto del 
informe rendido por el Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el 
Combate de la Delincuencia adscrito a la entonces .Coordinación de Métodos de 
Investigación, la Corte Confirmó que revelar la información de las personas servidoras 
públicas que integran a la Fiscalía General de la República las expone a distintos tipos 
de riesgos, dependiendo del mercado criminal de que se trate, pues esta Fiscalía debe 
llevar a cabo sus funciones bajo la perspectiva de mercados criminales. es decir. el 
personal opera en una dimensión especifica de acuerdo con el tipo de delito de que se 
trate. por lo que la proporción del riesgo de los distintos mercados criminales que 
combate esta Fiscalía General se da en función de las actividades que desempeña su 
personal y la tasa de delitos por cada cien mil habitantes en cada una de las entidades 
federativas de los Estado Unidos Mexicanos.  
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Con dicho informe, se demostró que únicamente con entregar el nombre y cargo de las 
personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República, se permitiría acceder 
a datos identificativos, académicos, electrónicos, patrimoniales, biométricos y los 
referentes a familiares de las personas servidoras públicas. Por lo cual. la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación concluyó que revelar la identidad, cargo y otros datos 
concentrados de quienes están encargados de la investigación y persecución de los 
delitos federales expondría la capacidad de fuerza y reacción que tiene la Institución y 
por consecuencia, vulneraria o afectaría el ejercicio de las competencias 
constitucionales que en materia de seguridad pública le están conferidas a esta Fiscalía 
General de la República. 
 
En esta tesitura. ha quedado demostrado de forma indubitable que. si dicha información 
y conocimientos cayera en manos de la delincuencia. esta podría atentar. intimidar, 
coaccionar. violentar y en general poner en riesgo su vida. seguridad y salud de manera 
potencial en contra de estas personas. pudiendo realizar contra ellas actos inhumanos 
para allegarse de información.  
 
En adición a lo anterior, la identificación de estas y de sus actividades en cumplimiento 
del servicio público que tienen encomendado permite que eventualmente puedan ser 
localizados mediante una búsqueda a través de instrumentos como internet y redes 
sociales.  
 
Luego, pueden ser identificables en circunstancias de tiempo. modo y lugar. pues, 
además de tener disponible la información institucional. les sería posible conocer su 
ubicación y actividades rutinarias. lo cual sería de utilidad para interceptarlas: aspecto 
que. de ocurrir, impactaría negativamente en su seguridad. así como en el debido 
ejercicio de las facultades y atribuciones que en materia de investigación y persecución 
de los delitos tiene el personal de esta Fiscalía. 

 
II. Perjuicio que supera el interés público: Con la divulgación de los datos de identificación 

de las personas servidoras públicas de la Fiscalía General de la República supera el 
interés público general de que se difunda en razón de que. como ya se dijo, divulgar 
datos que lleven a la identificación y ubicación de las servidoras públicas de esta 
institución. en cualquier categoría o puesto. los hace blancos identificables y no solo 
pone en riesgo su vida. seguridad y salud. así como la de sus familiares. sino también las 
actividades realizadas por esta Fiscalía General de la República. toda vez que podrían 
ser sujetos de amenazas y extorsiones por parte de miembros de la delincuencia. con la 
finalidad de obtener la información relacionadas con el combate y persecución de los 
delitos federales. 
 
El que los distintos mercados criminales identifiquen y conozcan plenamente al personal 
que compone a la Institución y cuenten con información respecto a su capacidad de 
fuerza y reacción. esto es. el número total de personal. sus cargos y donde se encuentran 
ubicados expone a esta Fiscalía General de la República a amenazas y ataques que 
necesariamente tienen implicaciones negativas en el ejercicio de sus competencias 
constitucionales y, por tanto. se compromete la seguridad pública de los Estados Unidos 
Mexicanos. Dicho lo anterior. el Pleno de La Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
determinó en la resolución emitida en la controversia constitucional en comento que 
esta Fiscalía acreditó con suficiente claridad la relación causal general entre La entrega 
de información relativa a los servidores públicos de la Institución y la afectación a la 
seguridad pública. 
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Ahora bien, respecto a la acreditación de la conexión causal. la Suprema Corte, tomando 
en consideración la información proporcionada por el Centro Nacional de Planeación, 
Análisis e Información pa􀀖ra el Combate a la Delincuencia, concluyó que conociendo el 
nombre de las personas físicas que laboran en la Fiscalía General de la República y 
recopilando información de internet, es posible identificar plenamente a la persona: de 
modo que un simple dato que pudiera parecer inofensivo, puede arrojar información 
relativa a su edad, sexo, CURP, experiencia profesional. grado académico. domicilio 
laboral, inclusive cambios de adscripción, domicilio personal. bienes muebles e 
inmuebles, así como, características físicas, amigos, familiares y grado de parentesco, lo 
que incluye conyugues, exparejas e hijos, así como la escuela en la que estudian estos: 
por lo que entregar el nombre de cualquier persona servidora pública de la Institución 
revelaría el 100% del estado que fuerza de la Institución. 
 
El anterior fenómeno puede ser explicado por la teoría del mosaico, la cual constituye 
una herramienta que da cuenta de cómo es que funciona el flujo de información y, con 
ello, La construcción de inteligencia. Se trata de un proceso que describe como se 
recopila combina y procesa información. de tal manera que convierte información 
inofensiva en c0nocimiento útil. La metodología que se utiliza esencialmente consiste en 
recopilar piezas de información dispersas y después unirlas con La finalidad de tener una 
visión de conjunto o "mosaico".  
 
Como se ha establecido previamente a partir de un dato que pudiese parecer inofensivo, 
como pudiera ser el nombre de una persona, potencializa que un agente criminal lo 
utilice para deducir, a partir de un dato independiente, una vulnerabilidad estratégica 
susceptible de explotación para fines mal intencionados, en este caso, para evadir la 
procuración de justicia. o peor aún, Llevar a cabo actos de contrainteligencia para 
combatir frontalmente a los agentes encargados de la investigación y persecución de 
los delitos en los Estados Unidos Mexicanos.  
 
Cabe señalar que el Alto Tribunal estableció que, si bien es un derecho de las personas 
imputadas, conocer el nombre y datos del servidor público que Lo acusa -salvo 
tratándose de delincuencia organizada donde la autoridad judicial puede autorizar se 
mantenga en reserva, lo cierto es que conocer esa información no deriva del ámbito de 
protección del derecho de acceso a La información, sino del derecho a gozar de un 
debido proceso y una defensa adecuada. EL que una apersona en ejercicio de su 
derecho de acceso a La información solicite el nombre y cargo de todo el personal de la 
Fiscalía General de La República no quiere decir que deba obtener el mismo resultado. 
pues se trata del ejercicio de derechos distintos y de acceso a información diferente.  
 
Adicionalmente. proporcionar la información no solo revelaría qué personas funcionarias 
públicas están al frente de la investigación y persecución de los delitos del orden federal 
a nivel nacional. sino también la Delegación Estatal a la que se encuentran adscritas y. 
en consecuencia. cómo se encuentran distribuidas y organizadas por entidad federativa: 
todo lo cual. invariablemente. revelaría su ubicación y organización, lo que implicaría 
dejar ver no solo su identidad. sino también la capacidad de reacción que tiene el Estado 
mexicano a nivel de la república y por entidad federativa: para investigar y perseguir la 
comisión de los delitos federales.  
 
Dicho en otras palabras: permitir lo anterior. significa revelar información que impacta 
negativamente en el desempeño de las labores institucionales en relación con sus 
facultades y atribuciones constitucionales en materia de seguridad pública.  
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En cuanto a lo expuesto, debe tomarse en cuenta que la Fiscalía General de la República 
funciona como una corporación formada por eslabones, es decir. si alguno de Los 
eslabones se ve afectado, el desempeño de sus funciones afecta las demás partes y 
funciones de la Institución: de modo que revelar la información de inteligencia afecta a 
una parte sustancial de la Institución equivaldría a provocar una vulneración a su 
funcionamiento en otros aspectos.  
 
Robustecen lo anterior. las aclaraciones de la resolución de la aludida controversia 
constitucional 325/2019, hechas por la Ministra Yasmín Esquivel Mossa. en donde 
manifiesta que: 
 

_está de por medio la integridad de los servidores públicos de la FGR que son quienes 
materializan las funciones constitucionales del ente autónomo. pues constituye hecho notorio 
que el clima de violencia criminal en el que ejercen sus funciones tanto las instituciones de 
procuración de justicia. con las instituciones policiacas e. inclusive. algunos miembros de la 
judicatura generan enormes riesgos que es necesario disminuir en beneficio de tales personas. 
pues ello redunda en la protección de los derechos humanos más elementales de los 
integrantes de nuestra sociedad en general. 
 

Difundir los nombres de algunos de los Agentes del Ministerio Público de la Federación y de 
otras personas de la FGR. a personas diversas de las que participan en los procesos penales 
federales. así como revelar la estructura administrativa de sus áreas administrativas. debilita la 
seguridad pública. cuyos fines son. como ya expuse, la salvaguarda de los derechos humanos 
relativos a la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas. así como 
contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social.  
 
Además. la Constitución Federal no realiza distinción alguna entre un tipo de personal y otro de 
la FGR, sino que su artículo 21 se refiere a todos los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública. por lo que considero que esta protección de reserva de datos incluye a todos los 
integrantes que conformen a todo ese ente constitucional autónomo, sin discriminar a ninguno 
de sus integrantes. y mucho menos privarlo de la protección que le brinda la reserva tanto de 
sus datos. como de la estructura administrativa a la que pertenece.  
 
Las personas servidoras públicas administrativas de la FGR también forman parte de la 
estructura para la investigación y el combate al delito, y son también vulnerables de poner en 
riesgo su vida, seguridad y salud. no considerarlo así constituye una postura discriminatoria. 
como si solamente los Agentes del Ministerio Público Federal correrán riesgos y los demás 
empelados estuvieran exentos. no obstante que unos y otros comparten espacios de trabajo e 
intervienen en los procedimientos para el cumplimiento de las atribuciones de la FGR. • 

 
Bajo esa tesitura, la divulgación de la información relacionada el personal adscrito a esta 
Institución federal actualiza el riesgo de perjuicio a la vida, seguridad o salud, así como 
para sus familias y personas cercanas, por lo que el ejercicio de ponderación de 
derechos del a colectividad que debe prevalecer, es aquel relacionado con la 
procuración de justicia bajo los principio constitucionales contenidos en el artículo 20 de 
la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con esclarecer los 
hechos, procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el 
delito se reparen. 
 

III. Principio de proporcionalidad: la limitación se adecua a éste principio y representa el 
medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio, toda vez que, si bien es cierto 
que el artículo 6 constitucional reconocer el derecho de acceso a la información, la 
Suprema Corte al resolver el amparo directo 2931/2015, concluyó de manera esencial 
que el derecho a ser informado no es absoluto, pues, a pesar de que el Estado tiene la 
obligación de informar a la población sobre temas de interés y relevancia pública, 
también se debe proteger y garantizar el derecho a la vida, seguridad y salud de las 
personas, así como a la salvaguarda de la seguridad pública y nacional. 

http://www.gob.mx/fgr


 
FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

OFICINA DEL FISCAL GENERAL 
CONSEJERÍA GENERAL 

UNIDAD ESPECIALIZADA EN TRANSPARENCIA  
Y APERTURA GUBERNAMENTAL 

 

Calle Doctor Velasco, número 175, Colonia Doctores,  Alcaldía Cuauhtémoc, CDMX, 
CP 06720, +52 (55) 5346 – 0000 Ext. 505716 y 505402 / www.gob.mx/fgr  

8 

 
De ahí se tiene que la calidad de persona servidora pública no suprime los derechos 
humanos a la vida, seguridad y privacidad, que deben gozar todas las personas. Por el 
contrario, existe un interés general o superior en esos derechos, frente al derecho de 
acceso a la información de un particular en una ponderación frente a los derechos 
humanos de los servidores públicos de la Fiscalía General de la República, de sus 
familias y círculo cercano, información la cual debe ser considerada como clasificada.  
 
En ese sentido, tomando en consideración la proporción de riesgo de los distintos 
mercados criminales que combate esta Fiscalía General de la República, las funciones 
que desempeña el personal y la tasa de delitos del orden federal en cada una de las 
entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos, además de lo señalado por el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el revelar la identidad y cargo de 
quienes tienen la responsabilidad de investigar y perseguir delitos federales expondría 
la capacidad de fuerza y reacción que tiene esta Institución y, por consecuencia, 
vulneraría las competencias constitucionales que en materia de seguridad pública le 
están conferidas. 

 
Prueba de daño, correspondiente al artículo 110, fracción VII de la Ley en la materia: 
 

La reserva se encuentra motivada en razón que la solicitud de información, corresponde 
a un informe de investigación criminal y representa una vulneración en las funciones 
operativas que son implementadas por los integrantes de esta Unidad, quienes al dar 
cumplimiento a los ordenamientos ministeriales o jurisdiccionales que les son 
ordenados, dejan registradas las actuaciones de la investigación de delitos que a través 
de distintos actos de investigación desarrollan en la carpeta de investigación.  

 
El articulo 6, apartado A, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece claramente que toda la información en posesión de los sujetos 
obligados es pública, la cual podrá ser reservada temporalmente por razones de interés 
público, tal es el caso que nos ocupa, toda vez que puede resultar una obstrucción en la 
investigación y persecución de los delitos, en contravención a la procuración de justicia 
que persigue esta Institución, en razón que el proporcionar la información solicitada 
constituye un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio al revelar datos que 
se encuentran inmersos en el Informe de Investigación Criminal, datos que revelarían 
acciones implementadas por las autoridades ministeriales para menoscabar o limitar la 
capacidad que se tiene en la sustanciación del proceso penal, al ser parte de una carpeta 
de investigación representa un riesgo real al obstruir las funciones que ejerce el 
Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de la investigación, mismo que 
involucraría la investigación utilizada en contra del crimen organizado.  
 
Asimismo, al hacer del conocimiento el contenido del oficio de mérito, se pone en riesgo 
las actividades que se llevan a cabo en el desarrollo de las investigaciones de hechos 
posiblemente constitutivos de delitos en materia federal, por lo que se dejaría vulnerable 
la capacidad de reacción de la Policía Federal Ministerial.  
 
Por otra parte, toda vez que del oficio se desprenden datos específicos como lo es la 
carpeta de investigación, esta sería un instrumento para identificarla, por lo que, con la 
obtención de esta, se podrían obtener datos adicionales de las partes que intervienen en 
la investigación e inclusive actos de ésta misma, los cuales no son de carácter público.  
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Es un riesgo real, demostrable e identificable porque podría, inclusive, implicar el 
quebrantamiento a diversos principios que rigen el sistema penal como los son: el de 
presunción de inocencia, debido proceso, tutela judicial efectiva, del mismo modo, se 
pondría en riesgo el pleno ejercicio de algún acto o acción de las partes en la 
investigación, además con dichos datos se podría obtener información que vulneraría la 
seguridad e identidad de las víctimas u ofendidos, y consecuentemente, trastocar su 
derecho de reparación de daño.  
 
Dar a conocer el contenido del oficio el cual trae inmerso la carpeta de investigación, 
hace identificable la radicación exacta dónde se lleva a cabo la investigación, lo que 
resulta un riesgo no sólo para las víctimas, ofendidos o los probables responsables 
involucrados en las indagatorias, sino para el propio personal de la institución.  

 
Ello es así, porque las nomenclaturas de las carpetas de investigación se integran por: a) 
las iniciales de la averiguación previa o carpeta de investigación que resulte de la etapa 
de investigación, con lo que se podría identificar el tipo de procedimiento que se está 
siguiendo (sistema tradicional o acusatorio), b) La abreviación de la Subprocuraduría y/o 
Fiscalía Especializada y Unidad Administrativa en que se inicia, c) El número consecutivo 
y d) El año en el que se registra. Al contar con esos datos se expondría información 
relacionada con el lugar en el que se radicó la indagatoria, la unidad que lo investiga, 
datos del personal sustantivo, delito motivo de la investigación, nombres de personas 
físicas identificadas o identificables entre otros datos personales de carácter confidencial 
de los involucrados, que hacen que su identidad pueda ser determinada. 

 
En ese sentido, entregar el contenido del oficio implicaría inexorablemente exponer los 
datos de las actividades realizadas en cumplimento de las funciones de esta Fiscalía 
General de la República, provocando que cualquier persona pudiese aprovecharse de 
ellas, entorpeciendo o interrumpiendo los actos de investigación y persecución de los 
delitos, quebrantando inclusive el sigilo que deben guardar estas. 
 
II.- Perjuicio que supera el interés público. -  El reservar la información consistente en 
un Informe de Investigación Criminal supera el interés público, en razón que deben 
protegerse los principios constitucionales relacionados con la seguridad pública y 
nacional, así como el orden público, por encima del interés individual, traducido en la 
presente solicitud de información; por lo que la divulgación de esta compromete 
directamente las acciones implementadas por el personal de esta Unidad, ya que se 
pone en riesgo el contenido de la información derivada de la inspección a un indicio que 
forma parte de una carpeta de investigación.  

 
Se considera relevante resguardar toda aquella información que obstruya la prevención 
o persecución de los delitos, ya que, al divulgar cualquier dato como los nombres, cargo, 
correo electrónico, fechas y/o número de averiguaciones previas o carpetas de 
investigación, conllevaría a impedir la persecución del hecho que la ley señala como 
delito. Por lo que dichos actos de reserva se presentan en beneficio de la sociedad y con 
ello la prevención y persecución de los delitos que se ponderarían por encima del interés 
particular.  

 
Reservar el contenido del oficio no contraviene el derecho a la información, ni al principio 
de máxima publicidad porque se trata de un interés particular, que conforme los 
argumentos que se han señalado en la presente, no rebasa la obligación constitucional 
de esta Fiscalía General de la República. consistente en proteger y garantizar los 
derechos humanos de las personas y dado que ningún derecho es ilimitado se considera 
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que la reserva de la información solicitada relativa al contenido del oficio no vulnera el 
interés público y en cambio, la divulgación de este, causaría un perjuicio a la sociedad y 
las partes en las indagatorias, pues dicha reserva en todo caso sería un perjuicio que no 
supera el interés público, ya que no se vulnerarían las disposiciones contempladas en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni se transgredirían derechos 
humanos, derechos procesales de las partes, los posibles procesos que deriven de ella, 
los datos de prueba recabados en la investigación inicial y que, en su momento, 
sustenten el proceso ante el órgano jurisdiccional.  
 
Maxime que esta institución tiene como encargo constitucional la investigación y 
ejercicio de la acción penal en delitos del orden federal, a fin de dar cumplimiento al 
objeto del proceso penal que es el esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, 
procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se 
reparen, por ende, es deber de la Institución preservar el cumplimiento irrestricto de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
III.- Principio de proporcionalidad. El proporcionar información respecto al Informe de 
Investigación Criminal, en el que un integrante de la Unidad de Investigación Policial 
atendiendo a la solicitud del Agente del Ministerio Publico de la Federación, realizó actos 
de investigación que forman parte del registro de una carpeta de investigación, rindiendo 
en su informe los resultados, pondría en alto riesgo la información contenida en el mismo.  
 
Lo anterior. atendiendo la naturaleza de esta Institución, lo cual es la investigación de los 
delitos y la procuración de justicia, por ende, resulta benéfico para la sociedad la reserva 
de la información con el objeto de que la Institución logre los fines para la cual fue creada 
y así hacer frente de manera oportuna, contundente, eficaz y eficiente a los objetivos 
institucionales.  
 
La limitación se adecua al principio de proporcionalidad, toda vez que se pondrían en 
riesgo las actividades de persecución de los delitos, pues se impediría u obstaculizaría 
las acciones o medidas implementadas para evitar la comisión de estos, o bien las 
atribuciones que ejerce el Ministerio Público a través de la Policía Federal Ministerial de 
esta Agencia de Investigación Criminal, por lo que resulta necesario reservar la 
información contenida en el oficio, sin que ello signifique un medio restrictivo de acceso 
a la información pública, toda vez que la divulgación de dicha información produciría un 
daño mayor en detrimento de la procuración de justicia ocasionando así un serio 
perjuicio a la sociedad, toda vez que se revelarían datos que pudieran ser aprovechados 
para conocer el estado de fuerza y la capacidad de reacción de la Institución.  
 
En ese sentido se realizó una ponderación al considerar los supuestos de clasificación 
de la información, con base en ello, se dio mayor importancia y relevancia a la secrecía 
negando su divulgación por el temor de vulnerar y obstruir la prevención o persecución 
de los delitos, por lo que esta reserva de la información protege un bien jurídico de 
interés mayor. 
 

Prueba de daño, correspondiente al artículo 110, fracción VII de la Ley en la materia: 
 

I. Riesgo real, demostrable e identificable: Revelar la información inmersa en una 
carpeta de investigación perjudicaría las facultades de reacción e investigación a cargo 
del Ministerio Público de la Federación, afectando con ello las líneas de posibles 
investigaciones en contra de miembros de la delincuencia, así como disminuir la 
capacidad para allegarse de los elementos necesarios para el esclarecimiento de los 
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hechos probablemente constitutivos de delito y en su caso, los datos de prueba para 
sustentar ante el Órgano Jurisdiccional competente la imputación correspondiente; al 
otorgar la información de su interés se expondría la eficacia de esta Fiscalía General de 
la República, en virtud que al entregar el documento podrían alterarse los medios de 
prueba recopilados para sustentar la mencionada formulación de la imputación 
respectiva; y la información solicitada se encuentra relacionada con una carpeta de 
investigación en trámite que al ser difundida deja expuesta información sobre la 
capacidad para llevar a cabo las diligencias e investigaciones que repercutirían en la 
vinculación a proceso y por ende la acusación contra el imputado y  la reparación del 
daño. 

 
II. Perjuicio que supera el interés público: Tomando en consideración que una de las 
misiones de esta Institución es garantizar el Estado democrático de derecho y preservar 
el cumplimiento irrestricto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
mediante una procuración de justicia eficaz y eficiente, apegada a los principios de 
legalidad, certeza jurídica y respeto irrestricto a los derechos humanos; proporcionar la 
información por usted solicitada, vulneraría el interés público, ya que el beneficio se 
limitaría única y exclusivamente a su Petición, en donde en todo caso, prevalecería el 
interés particular sobre el interés general. En ese sentido, tomando en consideración que 
esta Institución se debe a la sociedad en su totalidad, se debe cumplir con su función 
sustancial consistente en la investigación y persecución de los delitos.  

 
III. Principio de proporcionalidad: El reservar la información solicitada no significa un 
medio restrictivo de acceso a la información pública, pues la reserva invocada obedece 
a la normatividad en materia de acceso a la información, asimismo realizando un ejercicio 
de ponderación es claro que la investigación y persecución de los delitos es de interés 
social así como la imposición de sanciones por la comisión de los mismos, por lo que al 
divulgar lo relacionado con investigaciones que se tramitan ante el Ministerio Público, 
únicamente se velaría por un interés particular omitiendo el interés social. 

 
Asimismo, otro impedimento jurídico que tiene esta autoridad para ventilar la información en 
comento se encuentra previsto en el artículo 225, fracción XXVIII del Código Penal Federal, que 
dispone: 
 

“Artículo 225. Son delitos contra la administración de justicia, cometidos por servidores públicos 
los siguientes:  
… 
XXVIII. Dar a conocer a quien no tenga derecho, documentos, constancias o información que 
obren en una carpeta de investigación o en un proceso penal y que por disposición de la ley o 
resolución de la autoridad judicial, sean reservados o confidenciales;  

 
A quien cometa los delitos previstos en las fracciones… XVII…, se le impondrá pena de prisión de 
cuatro a diez años y de cien a ciento cincuenta días multa.” 

 
Bajo este contexto el servidor público que quebrante la reserva de la información al dar a 
conocer datos inmersos en averiguaciones previas y/o carpetas de investigación, a quien no 
tiene derecho, incumpliría en lo preceptuado en el numeral antes citado, por lo que estaría 
cometiendo el delito contra la Administración de Justicia, por ende, se haría acreedor a las 
sanciones penales que en derecho correspondan. 

 
 
 
Finalmente, inherente a su petición consistente en: 
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“versión electrónica y pública el acta circunstanciada de cateo de misma fecha, correspondiente a 
un inmueble ubicado en calle en (…)” 

 
Se precisa que existe una imposibilidad jurídica para afirmar o negar que el inmueble de mérito 
se encuentre relacionado en una investigación a cargo de esta Institución, lo anterior es así, toda 
vez que, al estar identificado el predio en comento, se podría acudir al Registro Público de la 
Propiedad y del Comercio, verificar el nombre de la persona propietaria, vinculando a dicha 
persona a un procedimiento en su contra por parte de la autoridad ministerial, por lo que 
pronunciarse al respecto violenta su esfera personal, presunción de inocencia, datos personales, 
ello en términos de lo establecido en la fracción I, articulo 113 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública. 
 
En tal virtud es preciso referir que las personas poseen información que se ubica en el ámbito 
de lo privado, encontrando para tal efecto la protección bajo la figura de la confidencialidad en 
términos del artículo 113, fracción I de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; ya que relacionar a una persona con alguna indagatoria, imputación, procedimiento, 
sanción o investigación, se estaría atentando contra la intimidad, honor, buen nombre y 
presunción de inocencia de las misma. 
 
En ese sentido, es importante mencionar que el artículo 113, de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, en su fracción I, refiere: 

 
“Artículo 113. Se considera información confidencial: 
 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable;” 

 
Asimismo, este precepto legal establece que la información confidencial no estará sujeta a 
temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de esta, sus representantes 
legales y los servidores públicos facultados para ello. 
 
De igual forma, es preciso señalar que, en el numeral Trigésimo Octavo de los Lineamientos 
Generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como la elaboración 
de versiones públicas (en adelante Lineamientos Generales), se dispone lo siguiente: 

 
“Trigésimo octavo. Se considera información confidencial: 

I.        Los datos personales en los términos de la norma aplicable; 

II.       La que se entregue con tal carácter por los particulares a los sujetos obligados, siempre y 
cuando tengan el derecho de entregar con dicho carácter la información, de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes o en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y 

III.      Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya 
titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando 
no involucren el ejercicio de recursos públicos. 

La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.” 

 
De lo anterior, se colige que será considerada información clasificada como confidencial, 
aquella que contenga datos personales de una persona identificada o identificable, 
independientemente del medio por el cual se hayan obtenido, sin necesidad de estar sujeta a 
temporalidad alguna. 
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Por lo anterior, se insiste que el dar a conocer información que asocie a una persona con la 
existencia de alguna denuncia, imputación, procedimiento, sanción o investigación relacionadas 
con la comisión de delitos, afectaría directamente su intimidad, honor y buen nombre, incluso 
vulnera la presunción de inocencia, al generar un juicio a priori por parte de la sociedad, sin que 
la autoridad competente haya determinado su culpabilidad o inocencia a través del dictado de 
una sanción administrativa y/o sentencia condenatoria. 
 
Aunado a lo anterior, el Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente en su 
artículo 15, dispone que cualquier persona tiene derecho a que se respete su intimidad, se 
proteja la información de su vida privada y sus datos personales, cuando participe como parte 
en el procedimiento penal, a saber: 
 

“Artículo 15. Derecho a la intimidad y a la privacidad  
En todo procedimiento penal se respetará el derecho a la intimidad de cualquier persona que intervenga 
en él, asimismo se protegerá la información que se refiere a la vida privada y los datos personales, en los 
términos y con las excepciones que fijan la Constitución, este Código y la legislación aplicable.” 
 

Como refuerzo de ello, es oportuno traer a colación lo dictado por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en las siguientes Tesis Jurisprudenciales, donde establece que el derecho de 
acceso a la información tiene límites, los cuales aplican en el momento en que se afecta el 
honor, el decoro, el respeto, la honra, la moral, la estimación y la privacidad de las personas; 
además de definir la afectación a la moral, como la alteración que sufre una persona a su decoro, 
honor, reputación y vida privada, y el respeto de la sociedad por la comisión de un hecho ilícito, 
a saber:  
 

 
“DAÑO MORAL. ES LA ALTERACIÓN PROFUNDA QUE SUFRE UNA PERSONA EN SUS SENTIMIENTOS, 
AFECTOS, CREENCIAS, DECORO, HONOR, REPUTACIÓN, VIDA PRIVADA, CONFIGURACIÓN Y ASPECTOS 
FÍSICOS, O BIEN, EN LA CONSIDERACIÓN QUE DE SÍ MISMA TIENEN LOS DEMÁS, PRODUCIDA POR 
HECHO ILÍCITO. 
El derecho romano, durante sus últimas etapas, admitió la necesidad de resarcir los daños morales, 
inspirado en un principio de buena fe, y en la actitud que debe observar todo hombre de respeto a la 
integridad moral de los demás; consagró este derecho el principio de que junto a los bienes materiales 
de la vida, objeto de protección jurídica, existen otros inherentes al individuo mismo, que deben también 
ser tutelados y protegidos, aun cuando no sean bienes materiales. En México, la finalidad del legislador, 
al reformar los artículos 1916 y adicionar el 1916 Bis del Código Civil para el Distrito Federal, mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos 
ochenta y dos, y posteriormente modificar los párrafos primero y segundo del artículo 1916, consistió en 
hacer responsable civilmente a todo aquel que, incluso, ejerce su derecho de expresión a través de un 
medio de información masivo, afecte a sus semejantes, atacando la moral, la paz pública, el derecho de 
terceros, o bien, provoque algún delito o perturbe el orden público, que son precisamente los límites que 
claramente previenen los artículos 6o. y 7o. de la Constitución General de la República. Así, de acuerdo 
al texto positivo, por daño moral debe entenderse la alteración profunda que una persona sufre en 
sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y 
aspectos físicos, o bien, en la consideración que de sí misma tienen los demás,  producida por un 
hecho ilícito. Por tanto, para que se produzca el daño moral se requiere: a) que exista afectación en 
la persona, de cualesquiera de los bienes que tutela el artículo 1916 del Código Civil; b) que esa 
afectación sea consecuencia de un hecho ilícito; y, c) que haya una relación de causa-efecto entre 
ambos acontecimientos.1 

 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. NO DEBE REBASAR LOS LÍMITES PREVISTOS POR LOS ARTÍCULOS 6o., 
7o. Y 24 CONSTITUCIONALES. 

 
1 Tesis Jurisprudencial, I.3o.C. J/71 (9a.), Libro IV, Tomo 5,  Pag. 4036, Enero de 2012, Décima Época, Tribunales Colegiados de 
Circuito. 
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El derecho a la información tiene como límites el decoro, el honor, el respeto, la circunspección, la 
honestidad, el recato, la honra y la estimación, pues el artículo 6o. otorga a toda persona el derecho 
de manifestar libremente sus ideas y prohíbe a los gobernantes que sometan dicha manifestación a 
inquisición judicial o administrativa, salvo que ataquen la moral, los derechos de tercero, provoquen 
algún delito o perturben el orden público. Así, la manifestación de las ideas se encuentra consagrada 
como uno de los derechos públicos individuales fundamentales que reconoce la Constitución, oponible 
por todo individuo, con independencia de su labor profesional, al Estado, y los artículos 7o. y 24 de la 
propia Carta Fundamental se refieren a aspectos concretos del ejercicio del derecho a manifestar 
libremente las ideas. El primero, porque declara inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre 
cualquier materia y, el segundo, porque garantiza la libertad de creencias religiosas. Así, el Constituyente 
Originario al consagrar la libertad de expresión como una garantía individual, reconoció la necesidad de 
que el hombre pueda y deba, siempre, tener libertad para apreciar las cosas y crear intelectualmente, y 
expresarlo, aunque con ello contraríe otras formas de pensamiento; de ahí que sea un derecho oponible 
al Estado, a toda autoridad y, por ende, es un derecho que por su propia naturaleza debe subsistir en 
todo régimen de derecho. En efecto, la historia escrita recoge antecedentes de declaraciones sobre las 
libertades del hombre, y precisa que hasta el siglo XVIII, se pueden citar documentos sobre esa materia. 
No hay duda histórica sobre dos documentos básicos para las definiciones de derechos fundamentales 
del hombre y su garantía frente al Estado. El primero es la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, producto de la Revolución Francesa, la cual se mantiene viva y vigente como texto legal por 
la remisión que hace el preámbulo de la Constitución de Francia de fecha veinticuatro de diciembre de 
mil setecientos noventa y nueve. El segundo, es la Constitución de los Estados Unidos de América, de 
diecisiete de septiembre de mil setecientos ochenta y siete. En la historia constitucional mexicana, que 
recibe influencia de las ideas políticas y liberales de quienes impulsaron la Revolución Francesa, así como 
contribuciones de diversas tendencias ideológicas enraizadas en las luchas entre conservadores y 
liberales que caracterizaron el siglo XIX, tenemos que se hicieron y entraron en vigor diversos cuerpos 
constitucionales, pero en todos ellos siempre ha aparecido una parte dogmática que reconoce derechos 
inherentes al hombre, y que ha contenido tanto la libertad de expresión como la libertad de imprenta. Por 
otra parte, los antecedentes legislativos relacionados con la reforma y adición a la Constitución de mil 
novecientos diecisiete, en relación al artículo 6o. antes precisado, tales como la iniciativa de ley, el 
dictamen de la comisión que al efecto se designó, y las discusiones y el proyecto de declaratoria 
correspondientes, publicados, respectivamente, en los Diarios de los Debates de los días seis, veinte de 
octubre y primero de diciembre, todos de mil novecientos setenta y siete, ponen de relieve que el propósito 
de las reformas fue el de preservar el derecho de todos respecto a las actividades que regula. Esta 
reforma recogió distintas corrientes preocupadas por asegurar a la sociedad una obtención de 
información oportuna, objetiva y plural, por parte de los grandes medios masivos de comunicación. 
Conforme a la evolución del artículo 6o. constitucional vigente y comparado con lo que al respecto se ha 
regulado en otros países, se concluye que a lo largo de la historia constitucional, quienes han tenido el 
depósito de la soberanía popular para legislar, se han preocupado porque existiera una Norma Suprema 
que reconociera el derecho del hombre a externar sus ideas, con limitaciones específicas tendientes a 
equilibrar el derecho del individuo frente a terceros y la sociedad, puesto que en ejercicio de ese derecho 
no debe menoscabar la moral, los derechos de tercero, que implica el honor, la dignidad y el derecho 
a la intimidad de éste, en su familia y decoro; así como tampoco puede, en ejercicio de ese derecho, 
provocar algún delito o perturbar el orden público. Asimismo, ese derecho del individuo, con la adición 
al contenido original del artículo 6o., quedó también equilibrado con el derecho que tiene la sociedad a 
estar veraz y objetivamente informada, para evitar que haya manipulación. Así, el Estado asume la 
obligación de cuidar que la información que llega a la sociedad a través de los grandes medios masivos 
de comunicación, refleje la realidad y tenga un contenido que permita y coadyuve al acceso a la cultura 
en general, para que el pueblo pueda recibir en forma fácil y rápida conocimientos en el arte, la literatura, 
en las ciencias y en la política. Ello permitirá una participación informada para la solución de los grandes 
problemas nacionales, y evitará que se deforme el contenido de los hechos que pueden incidir en la 
formación de opinión. Luego, en el contenido actual del artículo 6o., se consagra la libertad de 
expresarse, la cual es consustancial al hombre, y que impide al Estado imponer sanciones por el solo 
hecho de expresar las ideas. Pero correlativamente, esa opinión tiene límites de cuya transgresión 
derivan consecuencias jurídicas. Tales límites son que la opinión no debe atacar la moral, esto es, las 
ideas que se exterioricen no deben tender a destruir el conjunto de valores que sustenta la cohesión 
de la sociedad en el respeto mutuo y en el cumplimiento de los deberes que tienen por base la 
dignidad humana y los derechos de la persona; tampoco debe dañar los derechos de tercero, ni incitar 
a la provocación de un delito o a la perturbación del orden público. De modo que la Constitución de mil 
novecientos diecisiete estableció una obligación por parte del Estado de abstenerse de actuar en 
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contra de quien se expresa libremente, salvo que en el ejercicio de ese derecho se ataque a la moral, 
a los derechos de tercero, se provoque algún delito o se perturbe el orden público.2 
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES 
NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS.  
El derecho a la información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal 
no es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se 
sustentan, fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los 
intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado 
origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como "reserva de 
información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse obligado el Estado, como 
sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales 
y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto 
a su ejercicio encuentra excepciones que lo regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia 
a que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por un lado, restringen el 
acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños 
a los intereses nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al 
interés social, se cuenta con normas que tienden a proteger la averiguación de los delitos, la salud y la 
moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen normas que 
protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados.3” 
 

Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, prevé: 
 

“Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio, o su 
correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra tales injerencias o ataques.” 
 

Sobre el mismo tema, en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, señala: 
 

“Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1.- Toda persona tiene derecho a l respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2.- Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, 
en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3.- Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.” 

 
Además, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, establece: 
 

“Artículo 17.  
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o 
su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.” 

 
Por otro lado, no se debe omitir mencionar que la presunción de inocencia es una garantía de 
cualquier persona imputada, prevista en el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que a la letra dispone: 
 

“Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 
B. De los derechos de toda persona imputada: 
I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa.” 
 

 

 
2 Tesis Aislada, I.3o.C.244 C, Tomo: XIV, Septiembre de 2001, Novena Época, Tercer Tribunal Colegiado Circuito. 
3 Tesis Aislada, P. LX/2000, Tomo XI, Abril de 2000, Novena Época, Pleno.  
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Concatenado a esto, uno de los principios rectores que rigen el proceso penal, es el de 
presunción de inocencia, consagrado en el artículo 13, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, que a la letra establece: 
 

“Artículo 13. Principio de presunción de inocencia 
Toda persona se presume inocente y será tratada como tal en todas las etapas del procedimiento, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdiccional, 
en los términos señalados en este Código.” 

 
Aunado a lo citado en el artículo 20, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, específicamente en su apartado B, fracción VI, en donde se consagran los 
derechos de toda persona imputada, también resulta loable destacar los siguientes 
derechos: 
 

“II. Desde el momento de su detención se le harán saber los motivos de la misma…; 
 
III. A que se le informe, tanto en el momento de su detención como en su comparecencia ante el 
Ministerio Público o el juez, los hechos que se le imputan y los derechos que le asisten. Tratándose de 
delincuencia organizada, la autoridad judicial podrá autorizar que se mantenga en reserva el nombre y 
datos del acusador. 
… 
VI. Le serán facilitados todos los datos que solicite para su defensa y que consten en el proceso.  
El imputado y su defensor tendrán acceso a los registros de la investigación cuando el primero se 
encuentre detenido y cuando pretenda recibírsele declaración o entrevistarlo. Asimismo, antes de su 
primera comparecencia ante juez podrán consultar dichos registros, con la oportunidad debida para 
preparar la defensa. … 
 
VIII. Tendrá derecho a una defensa adecuada por abogado, al cual elegirá libremente incluso desde el 
momento de su detención. Si no quiere o no puede nombrar un abogado, después de haber sido requerido 
para hacerlo, el juez le designará un defensor público. También tendrá derecho a que su defensor 
comparezca en todos los actos del proceso y éste tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le 
requiera, y…” 

 
De lo señalado con antelación, se desprenden claramente los derechos de cualquier persona 
imputada, en donde resalta que se deberán facilitar todos los datos que solicite para su defensa 
y que consten en el proceso, lo cual incluso podrá ser mediante defensor, principalmente desde 
el momento en que el Agente del Ministerio Público de la Federación pretenda recibirle 
declaración o entrevistarlo, o en todo caso, antes de su primera comparecencia ante el Juez, 
podrá consultar dichos registros con la oportunidad debida. 
 
En relación con lo anterior, se debe precisar que los artículos 18, 221, y 224 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, señalan: 
 

“Artículo 18. Garantía de ser informado de sus derechos  
Todas las autoridades que intervengan en los actos iniciales del procedimiento deberán velar porque 
tanto el imputado como la víctima u ofendido conozcan los derechos que le reconocen en ese momento 
procedimental la Constitución, los Tratados y las leyes que de ellos emanen, en los términos establecidos 
en el presente Código.” 
 
“Artículo 221. Formas de inicio  
La investigación de los hechos que revistan características de un delito podrá iniciarse por denuncia, por 
querella o por su equivalente cuando la ley lo exija. El Ministerio Público y la Policía están obligados a 
proceder sin mayores requisitos a la investigación de los hechos de los que tengan noticia. Tratándose 
de delitos que deban perseguirse de oficio, bastará para el inicio de la investigación la comunicación 
que haga cualquier persona, en la que se haga del conocimiento de la autoridad investigadora los 
hechos que pudieran ser constitutivos de un delito. 
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Tratándose de informaciones anónimas, la Policía constatará la veracidad de los datos aportados 
mediante los actos de investigación que consideren conducentes para este efecto. De confirmarse la 
información, se iniciará la investigación correspondiente. Cuando el Ministerio Público tenga 
conocimiento de la probable comisión de un hecho delictivo cuya persecución dependa de querella o de 
cualquier otro requisito equivalente que deba formular alguna autoridad, lo comunicará por escrito y de 
inmediato a ésta, a fin de que resuelva lo que a sus facultades o atribuciones corresponda. Las 
autoridades harán saber por escrito al Ministerio Público la determinación que adopten. El Ministerio 
Público podrá aplicar el criterio de oportunidad en los casos previstos por las disposiciones legales 
aplicables o no iniciar investigación cuando resulte evidente que no hay delito que perseguir. Las 
decisiones del Ministerio Público serán impugnables en los términos que prevé este Código.” 
 
Artículo 224. Trámite de la denuncia 
Cuando la denuncia sea presentada directamente ante el Ministerio Público, éste iniciará la investigación 
conforme a las reglas previstas en este Código.  
 
Cuando la denuncia sea presentada ante la Policía, ésta informará de dicha circunstancia al Ministerio 
Público en forma inmediata y por cualquier medio, sin perjuicio de realizar las diligencias urgentes que 
se requieran dando cuenta de ello en forma posterior al Ministerio Público”. 

 
De lo anterior, se colige que esta Representación Social debe velar por que el imputado conozca 
los derechos que se le reconocen en esta etapa procedimental, de conformidad con lo previsto 
en la Constitución, en los Tratados Internacionales y las Leyes que de ellos emanen.  
 
Aunado a lo anteriormente expuesto, es preciso hacer de su conocimiento que lo requerido 
también contiene datos personales, por ello, se desprende que será considerada información 
clasificada como confidencial, aquella que contenga datos personales de una persona física 
identificada o identificable, independientemente del medio por el cual se haya obtenido, sin 
necesidad de estar sujeta a temporalidad alguna y a la que solo podrán tener acceso los 
titulares de la información o sus representantes legales. 
 
Lo mencionado, encuentra sustento legal dentro de lo establecido en la fracción I, del artículo 
113 de la LFTAIP, mismo que se transcribe a continuación: 

 
ARTÍCULO 113. Se considera información confidencial: 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
 
[…] 
 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para 
ello (…)” 
 
(Énfasis añadido). 

 
De igual forma, en el ejercicio de acceso a la información, los sujetos obligados serán 
responsables de los datos personales en su posesión, y que, en relación con ellos, deberán 
adoptar las medidas necesarias que garanticen su seguridad y evitar su alteración, pérdida, 
transmisión y acceso no autorizado, de conformidad con lo establecido por la fracción VI, 
artículo 68 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la cual es del 
tenor literal siguiente: 

 
Artículo 68. Los sujetos obligados serán responsables de los datos personales en su posesión y, en 
relación con éstos, deberán: 
 
VI. Adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su 
alteración, pérdida, transmisión y acceso no autorizado.  
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Los sujetos obligados no podrán difundir, distribuir o comercializar los datos personales 
contenidos en los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus funciones, salvo 
que haya mediado el consentimiento expreso, por escrito o por un medio de autenticación similar, 
de los individuos a que haga referencia la información de acuerdo a la normatividad aplicable. Lo 
anterior, sin perjuicio a lo establecido por el artículo 120 de esta Ley.” 
 
(Énfasis añadido). 

 
En términos de lo expuesto, es dable concluir que la protección de la confidencialidad de los 
datos personales es una garantía de la que goza cualquier persona, y esta Institución no puede 
difundir, distribuir o comercializar, salvo que haya mediado el consentimiento expreso, por 
escrito o por un medio de autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la 
información de acuerdo a la normatividad aplicable. 
 
Es importante manifestar que la clasificación de la información inmersa en la averiguación previa 
referida en su solicitud invocada por la Fiscalía Especializada en Materia de Delincuencia 
Organizada, se encuentra ajustada a derecho, ya que de conformidad con el artículo 64 de la 
Ley en la materia, la Fiscalía correspondiente o la Unidad Especializada en Investigación de 
Delincuencia Organizada, es decir, la Fiscalía Especializada en materia de Delincuencia 
Organizada al ser una instancia con carácter de agencia de inteligencia e investigación del 
Estado Mexicano, la clasificación de su información no se encuentra sujeta a la autoridad del 
Comité de Transparencia de esta Fiscalía General de la República. En este sentido, es 
conveniente realizar la transcripción del citado precepto legal: 
 

“Artículo 64. (…) 
(…) El Centro Nacional de Inteligencia; el Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información 
para el Combate a la Delincuencia; el Centro Federal de Protección a Personas; las Divisiones de 
Inteligencia e Investigación de la Policía Federal; la Fiscalía correspondiente o la Unidad 
Especializada en Investigación de Delincuencia Organizada; la Unidad de Inteligencia 
Financiera; el Estado Mayor Presidencial, el Estado Mayor de la Defensa Nacional, el Estado Mayor 
General de la Armada, la Autoridad Investigadora de la Comisión Federal de Competencia 
Económica y la del Instituto Federal de Telecomunicaciones o bien, las unidades administrativas 
que los sustituyan, no estarán sujetos a la autoridad de los Comités de Transparencia a que se 
refiere el presente artículo, siendo sus funciones responsabilidad exclusiva del titular de la propia 
entidad o unidad administrativa.” 

 
Por otra parte, la clasificación señalada por la Agencia de Investigación Criminal fue sometida a 
consideración del Comité de Transparencia de esta Fiscalía General en su Trigésima Novena 
Sesión Ordinaria 2024, en la cual se confirmó la clasificación de la información solicitada en los 
términos antes señalados. Dicha determinación consta en el acta que, en su momento, podrá 
localizar en el siguiente enlace: 
 

http://www.fgr.org.mx/en/transparencia/AccesoInformacionPublica 
 
Si derivado de la respuesta a su solicitud de información le surge alguna duda, puede acudir a 
esta Unidad de Transparencia y Apertura Gubernamental, ubicada en Calle Doctor Velasco, 
número 175, Colonia Doctores,  Alcaldía Cuauhtémoc, CDMX, CP 06720, en la Ciudad de México; 
llamar al teléfono (55) 5346 0000, extensiones 505716 y 505402; o bien, escribirnos al correo 
electrónico leydetransparencia@fgr.org.mx, en donde con gusto le atenderemos. 
 
Sin otro particular, se hace propicia la ocasión para enviarle un cordial saludo. 
 

ATENTAMENTE 

http://www.gob.mx/fgr
http://www.fgr.org.mx/en/transparencia/AccesoInformacionPublica
mailto:leydetransparencia@fgr.org.mx
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